CIVIL 69

OBLIGACIONES DEL VENDEDOR.

. 6 obligaciones.

TEORÍA DE LOS RIESGOS.

. 1.124: riesgo del deudor.

. 1.452:

     + tesis de riesgo del comprador.

     + tesis de que hay que aplicar el 1.124.

     + tesis de Cossio y Diez Picazo.

LA ENTREGA DE LA COSA.

. define, Art. 1.462, 1463 y 1464.

. casos en que no hay que entregar.

. estado de la cosa, Art. 1468.

. cantidad a entregar:

     + 1.469 venta de inmuebles.

     + 1.470  pagar exceso

     + 1.471 venta de  inmuebles a precio alzado.



* comentario.

. registro.

. Art. 1.473 doble venta.


+ necesidad de buena fe en el 2º adquirente.


+ prevalencia si ambas ventas se inscriben.
    + legitimacion pasiva.


+ consecuencias penales.

EVICCIÓN.

. Art. 1.476 y 1.477.

. requisitos.

. efectos.


+ Art. 1.478.


+ Art. 1.479.

Y SANEAMIENTO EN LA COMPRAVENTA.

. separa de incumplimiento.

. por vicios ocultos en fincas, Art. 1.483.


+ los que son o no cargas según el TS.

      + efectos de no expresarlas en el contrato.

. por defectos o vicios ocultos en cosas.

. por vicios ocultos en animales o ganado.


+ requisitos.


+ efectos.

69-1 OBLIGACIONES DEL VENDEDOR.

------------------------------------------------------

. entregar.

. transmitir la propiedad.

. conservar y custodiar la cosa.

. gastos de escritura.

. gastos de entrega.

. entrega de títulos.

------------------------------------------------------

Conforme al Art. 1461:

"El vendedor esta obligado a la entrega y saneamiento de la cosa vendida.".

Cabe sin embargo el pacto en virtud del cual el vendedor retiene la posesión de la cosa vendida hasta que se le satisfaga totalmente el precio, y ello aunque el pago no se haya configurado como una condición suspensiva de la transmisión de la propiedad, sino que habiéndose producido ya esta transmisión, el impago tenga carácter resolutorio (TS 19 de Septiembre de 1997 (A 6409).

      Junto con la cosa se entienden entregadas todas las acciones que respecto a la misma asistían al vendedor. El comprador ocupara el lugar de aquel en todos cuantos derechos le correspondieran existiendo por tanto una subrogación personal y quedando el comprador; "...activamente legitimado para reclamar de este lo debido según el primer contrato de compraventa....". (TS 30 de Junio de 1997 (A 5406).

Esta junto a ello obligado a transmitir la propiedad de la cosa, si bien el c ci no desarrolla convenientemente este punto. No lo ampliamos por ser objeto de estudio en el tema anterior.

Conservar y custodiar la cosa que se ha obligado a entregar.

4) Conforme al Art. 1455:


"Los gastos de otorgamiento de escrituras ser n de cuenta del vendedor, y los de la primera copia y los demás posteriores a la venta serán de cuenta del comprador, salvo pacto en contrario".

     Conviene destacar al respecto que la Ley General para la defensa de los Consumidores y Usuarios  26/1984 de 19 de Junio declara, en su Art. 10, nulos los pactos por los cuales se estipule en la primera venta de viviendas que el comprador ha de cargar con los gastos derivados de la preparación de la titulación, que por su naturaleza correspondan al vendedor (obra nueva, propiedad horizontal, hipotecas para financiar su construcción o su división y cancelación).

     Es frecuente incluir en las Escrituras públicas un pacto relativo a que todos los gastos derivados de la misma serán a cargo del comprador en cuanto fueran repercutibles.

Solo indicar aquí que no lo es el arbitrio municipal sobre incremento del valor de los terrenos ni las obligaciones que en concepto de impuesto sobre la renta de las personas físicas deba de pagar el vendedor por el precio cobrado.

     Respecto a este último supuesto la sentencia de 18 de Diciembre de 1991 se ocupó del siguiente caso: A vendió a B un inmueble pactándose que todos los gastos derivados de la escritura serían a cargo del comprador. El precio quedo aplazado y los intereses se representaron por 3 letras de cambio que fueron satisfechas en su integridad. Sin embargo y puesto que conforme a la ley del impuesto de la renta de las personas físicas los intereses de los créditos deben de retenerse por el pagador para ingresar en la hacienda la cuota correspondiente, sujeto el vendedor a inspección fiscal se le exigió el pago de aquella cuota, que obviamente no había descontado del importe de las letras de cambio que representaban los intereses. Tras satisfacerla B (comprador)  se dirigió contra A (vendedor) reclamando el pago de la cantidad satisfecha a la Hacienda Publica. Los Tribunales estimaron su demanda interpretando que la cláusula de que todos los gastos derivados de la escritura serían satisfechos por el comprador no incluía a los gastos del impuesto sobre la renta de las personas físicas que debía de pagar el vendedor, pues este gasto no se deriva de la escritura sino del aplazamiento de pago.

     Sentó igualmente que la obligación que el comprador tenia de retener de los intereses la cuota que correspondía a la hacienda pública, no puede suponer un enriquecimiento para el vendedor pues el obligado a retener e ingresar no esta obligado "más que como deudor a fondos públicos como segundo contribuyente, según clásica denominación.".

5) Conforme al Art. 1465 :

"Los gastos para la entrega de la cosa vendida ser n de cuenta del vendedor, y los de su transporte o traslación de cargo del comprador, salvo el caso de estipulación especial.".

6) Entregar al comprador los títulos de pertenencia y en general facilitar los informes necesarios para hacer valor el derecho transmitido.

69-2 TEORÍA DE LOS RIESGOS.

       El problema consiste en determinar si hecha imposible una de las prestaciones por causa no imputable a uno de los contratantes queda la otra parte también liberada o por el contrario queda obligada a realizar la prestación.

       En nuestro C ci el principio de carácter general se deduce del Art. 1.124 estudiado en la parte general y que atribuye el riesgo al deudor al poder el acreedor "exigir el cumplimiento".

       Tesis esta que se refuerza con los siguientes argumentos:


a) Que el Art. 1.124 no exige que la falta de cumplimiento sea culpable.


b) Que cabe solicitar la indemnización de daños y perjuicios según se desprende del p 2 del citado Art. cuando la perdida se ha producido por causas imputables al deudor.


c) Que el precepto lo que busca es proteger al adquirente permitiéndole rescindir el contrato sin tener que acudir para su efectividad a los Tribunales.

       Ahora bien; el principio general de responsabilidad del deudor debe ceder cuando el C ci establece una solución distinta para un contrato particular. ¿Responderá por tanto el vendedor por la perdida en el contrato de compraventa?.

       El C ci plantea numerosas dudas en esta materia por la falta de claridad de sus normas, disponiendo en el articulo 1.452:

"El daño o provecho de la cosa vendida después de perfeccionado el contrato se regulara por lo dispuesto en los arts 1.096 y 1.192.


Esta regla se aplicara a la venta de cosa fungible hecha aisladamente y por un solo precio o sin consideración a su peso, número o medida.


Si las cosas fungibles se vendieren por un precio fijado con relación al peso, número o medida, no se imputara el riesgo al comprador hasta que se haya pesado, contado o medido, a no ser que este se haya constituido en mora.".

       En su interpretación caben señalar las siguientes posiciones:

       1) La dominante tanto en la jurisprudencia como en la doctrina acepta que el código atribuye el riesgo al comprador, siendo así la compraventa una excepción al principio general establecido en el Art. 1.124, y alegan como fundamento de su tesis:


a) Que los arts 1.096 y 1.192 no resuelven la cuestión pues en ellos se establece la liberación del deudor sin decir si el comprador sigue o no obligado a pagar el precio, aunque así parece deducirse de una interpretación literal.


b) Que el Art. 1.095 y el 1.468 atribuyen al comprador los frutos de la cosa desde el día en que se perfecciono el contrato siendo justo que las utilidades se compensen con los riesgos.


c) Que el último párrafo del Art. 1.452 en forma excepcional atribuye los riesgos al vendedor, pero la ser una excepción hay que entender que como regla general son a cargo del comprador.

       Esta fue la tesis aceptada por el TS en sentencia de 6 de Octubre de 1965 relativa a una venta a ojo de naranjas que se perdieron antes de que el comprador recogiera la cosecha.

       2) Un segundo sector doctrinal entiende que el problema no es resuelto por el Art. 1.452 del C ci y que por tanto hay que aplicar la regla general del Art. 1.124 siendo los riesgos a cargo del vendedor. Son representantes de esta postura el abogado Pinto Ruiz y también Alcántara Sampelayo quien estima que el simple menoscabo será de cuenta del comprador pero que el riesgo por perdida no se prevé por lo que habrá que acudir al Art. 1.124.

       3) El tercer sector doctrinal esta representado por el profesor Cossio para quien la regla general es que el riesgo lo soporta el comprador a menos que se demuestre que la dilación en la entrega se produjo en beneficio exclusivo del vendedor en cuyo caso él soportará el riesgo. En este mismo sentido se pronuncia Diez Picazo.

69-3LA ENTREGA DE LA COSA.

------------------------------------------------------

. define, Art. 1.462, 1.463 y 1.464.

. estado de la cosa, Art. 1468.

. cantidad a entregar.

. registro.

. Art. 1.473 doble venta.

      * necesidad de que el segundo adquirente actúe 

        de buena fe.


* preferencia cuando ambas ventas acceden al 

        registro.


* legitimación pasiva.


* consecuencias penales de la doble venta.

------------------------------------------------------

. define, Art. 1.462, 1.463 y 1.464.

 Puede la entrega ser calificada como la "transferencia de la posesión jurídica de la cosa que hace adquirir su propiedad o derecho real al comprador.".

      La entrega o traditio tiene distinto alcance según el sistema de transmisión de la propiedad que se siga, siendo el adoptado por el C ci el tradicional de titulo y modo.

      Regulan la entrega de la cosa , el Art. 1462, que en su párrafo 1 dice que:

"Se entenderá  entregada la cosa vendida, cuando se ponga en poder y posesión del comprador.".

      El acreditar que se ha entregado la cosa vendida, en la practica se realiza mediante la presentación de los correspondientes albaranes en los que el comprador estampa su "recibí". Téngase en cuenta que es obligación de quien reclama demostrar la existencia de la obligación y por tanto el vendedor tiene que acreditar la entrega la cosa vendida para poder reclamar su precio. Por ello la sentencia de 22 de Abril de 1994 desestima una reclamación de cantidad que se pretendía cobrar tan solo en base a la emisión de unas facturas, a las que no se acompaña prueba alguna de haberse entregado la mercancía a la que se referían, y dijo que:


"...las facturas, en gran número aportadas con la demanda, no acreditan más que la recepción del documento, pero no la de la mercancía a que se refieren, toda vez que no se unen los correspondientes albaranes acreditativos de haber recibido las mercancías a que aquellas facturas aluden. Únicamente se considera acreditado, como para del crédito reclamado, el importe de dos recibos que se acompañaron a la demanda que fueron reconocidos por la parte demandada....".

     Siendo declaración jurisprudencial  que la entrega cuanto se contrato entre ausentes y sin determinarse que los costes de traslado de la cosa fueran satisfechos por una u otra parte ha de entenderse realizada cuento se depositan las mercancías en la aduana con destino a su adquirente (TS 10 de Marzo de 1993.).

Y sigue diciendo el p 2;


"Cuando se haga la venta mediante escritura pública el otorgamiento de esta, equivaldrá  a la entrega de la cosa objeto del contrato, si de la misma escritura no resultare o se dedujere claramente lo contrario.".

El 1.463:


"Fuera de los casos que expresa el articulo precedente, la entrega de los bienes muebles se efectuara: por la entrega de las llaves del lugar o sitio donde se hallan almacenados o guardados y por el solo acuerdo o conformidad de los contratantes, si la cosa vendida no puede trasladarse a poder del comprador en el instante de la venta, o si este la tenia ya en su poder por algún otro motivo.".

Y el 1.464.


"Respecto de los bienes incorporales, regir  lo dispuesto en el párrafo segundo del Art. 1.462. En cualquier otro caso en que este no tenga aplicación se entender  por entrega el hecho de poner en poder del comprador los títulos de pertenencia o el uso que haga de su derecho el mismo comprador, consintiéndolo el vendedor.".

      Por excepción hay dos casos en que el C ci admite que no esta en vendedor obligado a la entrega de la cosa vendida:


1) en el supuesto del Art. 1.466, cuando el comprador no ha pagado el precio o no se ha señalado en el contrato un plazo para el pago.


2 En el Art. 1.467; cuando después de la venta descubra que el comprador es insolvente, de tal suerte que el vendedor corre inminente riesgo de perder el precio, pero se exceptúa de esta regla el caso en que el comprador afiance pagar en el plazo convenido.

. estado de la cosa, Art. 1468.

      Dice el p 1 del citado precepto:


"El vendedor deberá  entregar la cosa vendida en el estado en que se hallaba al perfeccionarse el contrato."

      Véase lo que mas adelante decimos respecto a la separación entre lo que son vicios y lo que constituye propiamente incumplimiento, en el epígrafe relativo al saneamiento, y también lo detallado en el tema 52 el en epígrafe relativo al examen del Art. 1124.

      El estado en que se entregue la cosa tiene que ser el idónea para servir al uso natural al que se la destine. La sentencia del TS de 13 de Febrero de 1994 estudio el supuesto de venta, mediante documento privado, de garajes aun no construidos, que en el momento de entregarse no reunían las características necesarias para que la normativa urbanística permitiera calificarles como tales y condeno al promotor-vendedor a realizar las reparaciones necesarias para que los garajes cumplieran la normativa vigente; en el momento en que se firmo cada uno de los contratos privados.

      En base al citado párrafo 1 del Art. 1468, vendiéndose un inmueble como cuerpo cierto, no puede después reclamarse por no coincidir la realidad con la descripción que del inmueble de el registro de la propiedad.

      La sentencia del TS de 30 de Septiembre de 1992 se ocupo de un caso en que los compradores adquirieron un chalet que solo tenia un pequeño patio posterior de 28 metros cuadrados y que al ir a firmar la escritura reclamaron se les entregaran 216 metros cuadrados de patio que según inscripción registral debía de tener la finca. El supremo desestimo su petición en base entre otros a los siguientes extremos:


"a) Que, como los hoy recurrentes tiene reconocido, no conocieron la descripción registral hasta después de haberse perfeccionado el contrato (Art. 1450 del C ci).


b) Que habían visitado el chalet antes de adquirirlo.


c) Que se había hecho la entrega del mismo meses antes de ir a firmarse la escritura publica, siendo entonces cuando conocieron la inscripción registral y se negaron a su otorgamiento si la descripción registral del inmueble no se adaptaba a dicha descripción, no obstante conocer su discordancia con la realidad.


d) Que el vendedor cumple entregando la cosa vendida "en el estado en que se hallaba al perfeccionarse el contrato", sin que pueda obligársele a entregar la cosa conforme a su descripción registral cuando hay una discordancia entre el Registro y la realidad.


e) Que la Audiencia admite la tesis del Juzgado de que la venta se realizo por un precio alzado y no a razón de un tanto por unidad de medida o número.".

      Evidentemente la solución no habría sido la misma si se hubiera vendido a razón de un tanto por unidad de medida pues en tal caso serían de aplicación los arts 1469 y 1470 del Código.

      El Art. 1.468, sigue diciendo en su párrafo 2;


"Todos los frutos pertenecer n al comprador desde el día en que se perfecciono el contrato.".

      En principio todo contrato tiene un momento de perfección (concurrencia del consentimiento y el precio) y un momento de consumación (traditio de la cosa), en el primero de ellos existe sobre la cosa un "ius ad rem", en el segundo un "ius in re", y solo en este segundo momento se transmite el dominio de lo comprado, con la obligada consecuencia jurídica de que, cuando la compraventa no va seguida de la tradición no puede considerarse como propietario al comprador en tanto la tradición no se produzca (TS 24 de Mayo de 1980, 7 de Abril de 1981, 27 de Abril de 1983 y 6 de Febrero de 1990 entre otras muchas) por ello y como dice la ultima de las sentencias citadas;


 "desde la perfección del contrato los frutos que produzca la cosa vendida pertenecerán al comprador, el cual tiene derecho a reclamarlos, pero no adquiere la propiedad de los mismos hasta que le sean entregados conjunta o separadamente de la tradición real o ficta de la finca....".

     Y ello lleva a la consecuencia de que vendidos estos frutos a una tercera persona, adquirir  válidamente su propiedad sin que sea admisible la demanda de tercería de dominio que el inicial comprador alegue frente al nuevo adquirente.

. cantidad a entregar.

     cuando la entrega afecta a bienes inmuebles el Art. 1469 dice:


"La obligación de entregar la cosa vendida comprende la de poner en poder del comprador todo lo que exprese el contrato, mediante las reglas siguientes:


Si la venta de bienes inmuebles se hubiese hecho con expresión de su cabida, a razón de un precio por unidad de medida o numero, tendrá  obligación el vendedor de entregar al comprador, si éste lo exige, todo cuanto se haya expresado en el contrato; pero si esto no fuere posible, podrá  el comprador optar entre una rebaja proporcional del precio o la rescisión del contrato, siempre que, en este último caso, no baje de un inexacto cumplimiento de la obligación de entregar", efectivamente, la reducción voluntaria de la cabida de la cosa vendida por el vendedor da lugar a la aplicación del Art. 1124 del Código Civil, en cualquiera de las dos opciones que se reconocen a favor del comprador y as¡ las SS 24-9-1986 y 13-10-197 establecen que "el hecho de que la vendedora hubiera reducido en m s de un quince por ciento la cabida de la vivienda acordada, se estima como incumplimiento del contrato, dando paso a la acción derivada del Art. 1124 del Código Civil que autoriza a la restitución de la prestación y al resarcimiento de daños y perjuicios.".

      El precepto también resulta de aplicación, conforme a la sentencia del TS de 31 de Octubre de 1992 cuando:


"el comprador ahora recurrente funda su pretensión en un aumento o disminución del volumen de edificabilidad en relación con el previsto contractualmente, en tanto que los preceptos legales se estén refiriendo a un error sobre la cabida, concepto este distinto al del volumen de edificabilidad y que se identifica con la extensión superficial de la finca, atendida su superficie horizontal planimétrica, por lo que es clara la inaplicabilidad al presente caso de los arts 1469 y 1470 del Código Civil; el hecho e que por la aplicación de las ordenanzas municipales, el volumen de edificabilidad de la finca sea distinto al previsto por las partes, podrá  tener la eficacia que las partes, en uso de la libertad de pacto, le atribuyan (como se hizo en el apartado 5º del contrato litigioso) o aquellas otras que se deriven de las reglas generales reguladoras del error como vicio del contrato o de la causa, pero no las establecidas para los supuestos previstos en los arts 1469 y 1470 del Código Civil;...".

Y el Art. 1470 añade:


"Si, en el caso del artículo precedente, resultare mayor cabida o número en el inmueble que los expresados en el contrato, el comprador tendrá  la obligación de pagar el exceso de precio si la mayor cabida o número no pasa de la vigésima parte de los señalados en el mismo contrato, pero, si excedieren de dicha vigésima parte, el comprador podrá  optar entre satisfacer el mayor valor del inmueble o desistir del contrato.".

      A la venta de inmuebles a precio alzado se refiere el Art. 1.471;


"En la venta de un inmueble, hecha por precio alzado y no a razón de un tanto por unidad de medida o número, no tendrá  lugar el aumento o disminución del mismo, aunque resulte mayor o menor cabida o número de los expresados en el contrato.


Esto mismo tendrá  lugar cuando sean dos o mas fincas las vendidas por un solo precio; pero, si, además de expresarse los linderos, indispensables en toda enajenación de inmuebles, se designaren en el contrato su cabida o numero, el vendedor estar  obligado a entregar todo lo que se comprenda dentro de los mismos linderos, aun cuando exceda de la cabida o número expresados en el contrato y si no pudiere sufrir  una disminución en el precio, proporcional a lo que falte de cabida o número, a no ser que el contrato quede anulado por no conformarse el comprador con que se deje de entregar lo que se estipulo.".

     Este precepto se encuentra hoy desfasado en la medida en que en el Documento Publico de transmisión no solo constaran forzosamente los linderos sino también la cabida, pero conviene hacer notar:


+ Que prevé el caso de que la finca tenga mayor cabida de la pactada: para cuyo supuesto establece que ha de entregarse esta mayor cabida (hace pues prevalecer a los linderos sobre ella.), pero sin prever indemnización alguna. Evidentemente el legislador sabia (y cerraba ante ello los ojos) que la cabida declarada en las Escrituras Publicas de compraventa acostumbrada a ser, hasta muy recientemente, inferior a la real al objeto de satisfacer menos impuestos.


+ Que para el caso de tener menos cabida de la que se hace constar SI prevé la reducción proporcional del precio o la resolución contractual; "a no ser que el contrato quede anulado por no conformarse el comprador con que se deje de entregar lo que se estipulo"."


Pero no dice que el comprador pueda resolver el contrato por ser la cabida menor sino que: si el comprador esta facultado para resolver y puede hacerlo, entonces y solo entonces no cabría aplicar la reducción del precio.


O dicho de otra forma; no por ser la cabida menor a la expresada queda sin mas facultado el comprador a resolver el contrato cuando el inmueble se adquirió a precio alzado. As¡ la Sentencia de 15 de Julio de 1991 no admitió la resolución en un caso en que :


"...la superficie del inmueble se fijo por aproximación y con expresa manifestación de los contratantes (estipulación cuarta) de que el comprador ha tomado posesión de la finca comprada, por lo que no cabe apreciar incumplimiento alguno, en este punto, por parte del vendedor respecto a su obligación de entrega de la cosa vendida que pudiera facultarle para la resolución del contrato por aplicación del Art. 1.124 del C ci.".

     Dicen las sentencias de 26 de Junio de 1956 y 28 de Noviembre de 1962 siempre que falte la indicación del precio singular por unidad de medida, la ley presume que tal individualización no ha tenido para las partes valor esencial y que solo constituía una superabundancia, teniendo tal presunción valor absoluto. 

      Y en el mismo sentido la Sentencia de 26 de Julio de 1995:


"....el querer pagar un precio unitario por una finca en función de su superficie no es lo mismo que querer comprar a un precio por unidad de medida; no se puede en el primer caso dividir arbitrariamente aquel precio por la medida, equivaldría ello a anular en la practica la venta como "cuerpo cierto" regulada en el Art. 1471 del Código Civil.".

      Siendo unánime la jurisprudencia a la hora de aplicar la doctrina de la compraventa a precio alzado: ni el comprador ni el vendedor pueden pretender una disminución o un suplemento de precio cuando las dimensiones del inmueble resulten después menores o mayores de las indicadas en el contrato.

     El Art. 1472 hace prescribir a los seis meses contados desde el día de la entrega las acciones derivadas de los artículos anteriores.

. registro.

     Por Último destacar que en materia de cabida de inmuebles de nada sirven y nada acreditan los datos obrantes en el Registro de la propiedad pues como recuerda la sentencia de  1 de Octubre de 1991, complementada por tan numerosa jurisprudencia que su cita es innecesaria:


"El registro de la Propiedad carece de una base física fehaciente ya que reposa sobre las simples declaraciones de los otorgantes y así caen fuera de la garantía que presta cuantos datos registrales se corresponden con hechos materiales, tanto a los efectos de la fe publica como de legitimación registral de que aquí se trata, sin que la institución responda de la exactitud de los datos y circunstancias de puro hecho ni, por consiguiente, de los datos descriptivos de las fincas.".

. Art. 1.473 doble venta.

     Por último el Art. 1473 se ocupa de los supuestos de doble venta:


"Si una misma cosa se hubiese vendido a diferentes compradores, la propiedad se transferir  a la persona que primero haya tomado posesión de ella con buena fe, si fuere mueble.


Si fuere inmueble, la propiedad pertenecer  al adquirente que antes la haya inscrito en el Registro.


Cuando no haya inscripción, pertenecer  la propiedad a quien de buena fe sea primero en la posesión y faltando esta, a quien presente título de fecha más antigua, siempre que haya buena fe.".

      * necesidad de que el segundo adquirente actúe de buena fe.

      En aplicación del ¿párrafo 2? el adquirente posterior que de buena fe inscribe, se convierte en propietario frente al adquirente anterior no inscrito (TS 12 de Julio de 1996. A 5581).

      Pero aunque el segundo adquirente inscriba antes en el Registro, su preferencia, pese al tenor literal del párrafo 2º esta supeditada a la existencia de buena fe, pues como dice la sentencia de 20 de Julio de 1990:


"...tratándose de un claro supuesto de doble venta de un inmueble, contemplado en el articulo 1473 del código civil, en que el segundo adquirente obro de mala fe, según declara expresamente probado la sentencia de primera instancia, cuya apreciación probatoria, por ser mera cuestión de hecho, tiene que ser aquí mantenida invariable, ha de prevalecer la primera venta, aunque ésta se hiciera por documento privado y la segunda lo fuera por escritura publica y se inscribiera en el Registro de la Propiedad, ya que, según reiterada y uniforme doctrina de esta Sala (sentencias de 11 de Junio de 1954, 18 de Febrero de 1974, 31 de Enero de 1985 entre otras), la preferencia otorgada por el párrafo segundo del artículo 1473 del código civil al comprador que inscribe en el Registro descansa en el indispensable requisito de la buena fe, exigencia ineludible que, como ya se ha dicho, no ha concurrido en la compradora....".

      El mismo criterio de exigir buena fe en el segundo adquirente que inscribe antes su escritura se pronuncia también la sentencia de 11 de Abril de 1992, que además separa la doble venta de la venta de cosa ajena diciendo:


"La tipificación de la doble venta, que contempla el Art. 1473 del Código civil, requiere, para su existencia, que cuando se perfeccione la segunda venta, por convenio entre comprador y vendedor sobre la cosa objeto del contrato y el precio (Art. 1450 del Código Civil), la primera no haya sido consumada todavía (lo que implica una cierta coetaneidad o proximidad cronológica entre ambas ventas), pues si la primeramente concertada ya había quedado totalmente consumada (por pago integro del precio por el comprador y entrega de la cosa por el vendedor), ya no existe un verdadero supuesto de doble venta, sino una venta de cosa ajena o inexistencia de la segunda venta por falta de objeto (Sentencias de esta sala 23.6.1951, 23,5,1955,7-4-1971, 30-6-1986).".

      Y la de 13 de Octubre de 1993:


"Jurídicamente no estamos en presencia de un supuesto de doble venta ya que falta, la buena fe de comprador como demuestra su simulada conducta y, por ello, adolece de uno de los requisitos exigibles, según expresión jurisprudencial, puesto ya de relieve por S 24-1-1969, para la aplicación del Art. 1473 del Código Civil.".

      La misma postura adoptan la de 27 de Septiembre de 1996 (A. 6645) y la de 25 de Noviembre de 1996 (A. 8559), que además cita las de 31 de Diciembre de 1969, 17 de Diciembre de 1984 y 30 de Junio de 1986.


* preferencia cuando ambas ventas acceden al registro.

      Hay además otros punto a tratar en el tema de la doble venta: es el relativo a la preferencia entre ellas en aquellos supuestos en que ambas acceden al registro de la propiedad:

      a) Cuando ambos asientos tienen idéntica fuerza la problema tiene que ser resuelto en base a las normas de derecho civil puro. Diciendo la sentencia del Ts de 30 de Diciembre de 1993 (cuyo contenido reitera la de 30 de Septiembre de 1994), que:


"..en los supuestos de doble inmatriculación ha de resolverse la pugna conforme al Derecho civil puro, con exclusión u omisión de las normas de ¡índole hipotecaria contenidas en la Ley de esa materia, ya que la coexistencia de dos asientos registrales de igual rango y naturaleza, contradictorios e incompatibles entre si, origina la quiebra de los principios rectores del mecanismo tabular, porque la protección a uno de los titulares supondría para el otro desconocimiento de los mismos principios básicos de la publicidad, legitimación y prioridad....".

      Este criterio lo había y admitido la sentencia de 16 de diciembre, también de 1993 (y viene a cambiar el adoptado por la de 12 de Mayo de 1983 que, con criterio erróneo, atendía a la fecha de inscripción)

      b) Cuando no la tienen (verbi gracia: uno de los asientos da lugar a la aparición de tercero hipotecario y el otro no), el conflicto entre ambos asientos tiene que resolverse acudiendo a las normas de derecho registral, salvo que el titular del asiento con menos fuerza acredite plenamente su mejor derecho desde un punto de vista sustantivo.

      La Sentencia del TS de 4 de Octubre de 1993 desestima una acción declarativa de dominio y de deslinde ejercitada por quien era titular al amparo del articulo 205 de la Ley Hipotecaria, frente a otro titular de la misma porción de terreno, pero que lo era con el carácter de tercero hipotecario, y declara que;


"...la protección plena la da el registro al titular inscrito en quien concurren los requisitos de tercero de buena fe que adquiere a titulo oneroso de persona que según el registro tenga facultad para transmitir el derecho, y la protección actúa desde que el adquirente inscribe su derecho. En el caso de autos tal cualidad la ostenta sólo el titular de la finca 30543. Quien accede al Registro por la vía del Art. 205, modo de facilitar la inscripción y de poner de acuerdo la realidad registral con la jurídica, tiene la limitación establecida en el Art. 207 de la Ley Hipotecaria conforme a la cual las inscripciones de inmatriculación practicadas con arreglo a lo establecido en los dos artículos anteriores no surtir n efectos respecto de terceros hasta transcurridos dos años de su fecha y, además, quien accede por esta vía es evidente que no ha adquirido su derecho de persona que aparece en el Registro con facultades para transmitirlo.".


* legitimación pasiva.

      La demanda solicitando el cumplimiento de la primera de las ventas efectuadas basta con que se dirija contra el vendedor (que después incurrió en doble venta), si bien en tal supuesto habrá que solicitar el cumplimiento y alternativamente para el supuesto de no poderse llevar a cabo este, la indemnización de los daños y perjuicios ocasionados (Ts 27 de Diciembre de 1993.


* consecuencias penales de la doble venta.

      El Art. 531 del código penal prevé en su párrafo primero que incurrir  en las penas de estafa "quien fingiéndose dueño de una cosa inmueble, la enajenare, arrendare o gravare.". Y añade en el segundo que "En la misma pena incurrir  el que dispusiera de un bien como libre, sabiendo que estaba gravado, y también el que lo enajenare dos o mas veces, o lo gravare o arrendare después de haberlo enajenado.".

      El problema para que estas conductas lleven a ser efectivamente sancionadas por los tribunales radica en que por regla general, el vendedor no ha perdido en la segunda de las ventas que realiza, su condición de dueño por lo que su conducta no es punible ya que tiene pleno poder de disposición sobre la cosa que transmite; en efecto: Si el vendedor ha formalizado la venta documentalmente, pero no se ha producido "traditio" de la cosa, el primero de los contratos no es por si solo suficiente para transmitir la propiedad por lo que la posterior venta la realizara el verdadero dueño (por lo que su conducta no ser  incardinable en el párrafo 1 del Art. 521) y no habrá enajenado dos veces (por lo que tampoco se la puede incardinar en el párrafo 2º).

      Por ello el Magistrado José Luís Manzanares Samaniego (Código Penal (Comentarios y Jurisprudencia), p g. 1278) dice tras citar a las sentencias del TS de 3 de Noviembre de 1984 y 25 de Febrero de 1985 que:


"La doctrina mas reciente y expresada con reiteración parece inclinada a estimar con una evidente inspiración iuscivilista, que la falta de tradición impide que el contrato privado produzca la perdida de la condición dominical del vendedor (sentencias, por citar la más reciente de 22 Junio 1984) si bien concediendo valor a la tradición instrumental del Art. 1462 del Código civil, e incluso a la venta en documento privado seguido de tradición real o entrega de la cosa.".

      Véanse al respecto las sentencias de la Sala II del Ts de 26 de Julio de 1988, 15 de Octubre de 1990 y 14 de Diciembre del mismo año.

      En la doctrina solo  M. Bajo Fernández (enajenación, gravamen o arrendamiento de un bien enajenado, en Comentarios a la legislación penal. V. 2º, Edersa, Pág. 1260 y siguientes) parece dudar pues inicialmente declara que: "quien no ha entregado la cosa en la primera de las ventas sigue siendo dueño de la misma, y por tanto, no incurre en el precepto consistente en enajenar dos o mas veces.". Pero mas adelante añade que en el segundo párrafo "podrán incluirse tanto los supuestos de quien ha enajenado entregando la cosa al primer comprador y con posterioridad realiza una segunda venta, como quien ha enajenado sin "traditio" y fingiéndose dueño de la cosa la vende a un segundo comprador". 

      El fiscal José María Luzón Cuesta (Fraudes Inmobiliarios. Editorial Colex Madrid 1992. Pág. 40) escribe que según la jurisprudencia para ser posible la aplicación del Art. 531 deben concurrir los requisitos del Art. 528;


"...y por tanto, el engaño con poderío causal para perjudicar, de modo que quien no ha perdido la condición de dueño, por falta de entrega de la cosa en la primera venta, ni se finge dueño en la segunda, ni enajena dos o mas veces, en definitiva, que no hay engaño, no pudiendo ser sancionado conforme al Art. 531, ni por el Art. 528, sin perjuicio del posible ejercicio de acciones civiles.


Podemos no obstante, apuntar que, en algún caso, podrá esa segunda venta ser el medio para realizar un alzamiento de bienes, y, desde luego, debe quedar claro que encajaran en el tipo del Art. 528, los supuestos de dolus antecedens en que el autor, bien realiza la venta con un primer comprador, teniendo ya la intención de efectuarla a un segundo y entregar a éste el inmueble, o bien, antes de realizar la tradición con el primero, vende a un segundo, con intención de entregar a aquel.".

      En los supuestos en que exista delito de falsedad y tal como viene a reconocer la sentencia del TS de 25 de Junio de 1985 (Comentada por José Luís Manzanares Samaniego. O.C. p g. 1279) el tribunal puede y debe en algunos casos llegar a declarar la nulidad de los contratos civiles, origen o causa de la estafa, y cuando lo hace puede incluso señalar la indemnización a pagar, pero cuando el tribunal penal no se pronuncia expresamente sobre la nulidad de los contratos falsarios, debe ser el tribunal civil quien decida sobre la prevalencia del contrato anterior o posterior y sobre la cuantía de los daños y perjuicios a abonar por el autor del delito.

69-4 EVICCIÓN.

. Art. 1475.

       El vendedor, además de la obligación de entregar la cosa esta obligado al saneamiento de la misma, saneamiento que puede tener lugar por evicción o por vicios ocultos, respecto al primero de ellos prevé el Art. 1475:


"Tendrá lugar la evicción cuando se prive al comprador por sentencia firme y en virtud de un derecho anterior a la compra de todo o parte de la cosa comprada.".

       Ahora bien, el saneamiento por evicción no es un requisito esencial de la compraventa y de ahí que el C ci permita su aumento, su disminución o incluso su supresión, si bien respecto a esta ultima el Art. 1.476 dice que:


"Será nulo todo pacto que exima al vendedor de responder de la evicción siempre que hubiere mala fe de su parte.".

Y el Art. 1.477 añade:


"Cuando el comprador hubiese renunciado el derecho de saneamiento para el caso de evicción llegado que sea éste, deberá el vendedor entregar únicamente el precio que tuviere la cosa vendida al tiempo de la evicción, a no ser que el comprador hubiese hecho la renuncia con conocimiento de los riesgos de la evicción y sometiéndose a sus consecuencias.".

. requisitos.

       Para que tenga lugar el saneamiento por evicción, se requiere:

       a) La privación de la cosa vendida por sentencia firme, diciendo el Art. 1.480:


"El saneamiento no podrá exigirse hasta que haya recaído sentencia firme, por la que se condene al comprador a la perdida de la cosa adquirida o de parte de la misma.".

       b) Que esa privación se produzca en virtud de un derecho anterior a la compra.

       c) La notificación al vendedor, diciendo el Art. 1481;


"El vendedor estará obligado al saneamiento que corresponda, siempre que resulte probado que se le notifico la demanda de evicción a instancia del comprador. Faltando la notificación, el vendedor no estar  obligado al saneamiento.".

Y el Art. 1.482 añade:


"El comprador demandado solicitará, dentro del término que la ley de Enjuiciamiento civil señala para contestar a la demanda, que ésta se notifique al vendedor o vendedores en el plazo más breve posible.


La notificación se hará  como la misma ley establece para emplazar a los demandados.


El término de contestación para el comprador quedar  en suspenso interín no expiren los que para comparecer y contestar a la demanda se señalen al vendedor o vendedores, que serán los mismos plazos que determina para todos los demandados la expresada ley de Enjuiciamiento civil, contados desde la notificación establecida por el párrafo primero de este articulo.


Si los citados de evicción no comparecieren en tiempo y forma, continuara, respecto del comprador, el término para contestar a la demanda.".

. efectos, Art. 1478 y 1479.

Dice el primero de estos dos preceptos que:


"Cuando se haya estipulado el saneamiento o cuando nada se haya pactado sobre este punto, si la evicción se ha realizado, tendrá el comprador derecho a exigir del vendedor:


1) La restitución del precio que tuviere la cosa vendida al tiempo de la evicción, ya sea mayor o menor que el de la venta.


2) Los frutos o rendimientos, si se le hubiere condenado a entregarlos al que le haya vencido en juicio.


3) Las costas del pleito que haya motivado la evicción, y, en su caso, las del seguido con el vendedor para el saneamiento.


4) Los gastos del contrato, si los hubiese pagado el comprador.


5) Los años e intereses y los gastos voluntarios o de puro recreo u ornato, si se vendió de mala fe".

Y el Art. 1.479 añade;

"Si el comprador perdiere, por efecto de la evicción una parte de la cosa vendida de tal importancia con relación al todo que sin dicha parte no la hubiera comprado, podrá  exigir la rescisión del contrato, pero con la obligación de devolver la cosa sin más gravámenes que los que tuviese al adquirirla.

Esto mismo se observará cuando se vendiesen dos o mas cosas conjuntamente por un precio alzado, o particular para cada una de ella, si constase claramente que el comprador no habría comprado la una sin la otra.".

69-469-4
69-5 Y SANEAMIENTO EN LA COMPRAVENTA.

------------------------------------------------------

. separa de incumplimiento.

. Por vicios ocultos en inmuebles. Art. 1483.

      1) Limitaciones urbanísticas

      2) Incorrecta inscripción de lo vendido.

      3) Expresión distinta a lo real.

. consecuencias penales de una incorrecta declaración.

. por defectos o vicios ocultos en las cosas.

. por vicios ocultos en animales o ganado.

------------------------------------------------------

. separa de incumplimiento.

      En ocasiones es discutible si en una relación contractual debe de producirse la resolución por incumplimiento de una de las partes o simplemente el saneamiento de los vicios que tiene el objeto del contrato.

      El TS admite la resolución cuando se produce una prestación diversa de la inicialmente pactada y a ella se refiere la sentencia de 12 de Marzo de 1982, admitiéndola cuando se produce:


"... la entrega de una cosa distinta a la pactada..".

      o la Sentencia de 23 de Marzo del mismo año que la acepta:


"... cuando la cosa entregada contiene elementos diametralmente diferentes a los de la pactada...".

O la de 19 de Febrero de 1984 que pide que :


"... el objeto entregado resulte totalmente inhábil para el uso a que va destinado, o que el comprador quede objetivamente insatisfecho; inutilidad absoluta que debe hacer inservible la entrega efectuada, hasta el punto de frustrar el objeto del contrato...".

      Y como corolario la de 5 de Noviembre de 1993 dice que:


"En realidad, el motivo plantea el tema, muy discutido por la jurisprudencia, concerniente a la distinción entre vicios ocultos y prestación distinta, y que cabe entender resuelto a la vista de la doctrina establecida en las SS 7 de Enero de 1988, que recoge las directrices señaladas en las precedentes, entre otras, de 30 de Noviembre de 1972, 25 de Abril de 1973, 21 de Abril de 1976, 20 de Diciembre de 1977 y 23 de Marzo de 1982 por la que se entiende que se está en presencia de entrega de cosa diversa o "aliud pro alio", cuando existe pleno incumplimiento por inhabilidad del objeto y consiguiente insatisfacción del comprador, al ser el objeto impropio para el fin a que se destina, lo que permite acudir a la protección dispensada en los arts 1101 y 1124 del Código Civil, puntualizándose en la S 20 de Febrero de 1984, en armonía con las de 1 de Julio de 1947 y 23 de Junio de 1965, que la ineptitud del objeto para el uso a que debía ser destinado significa incumplimiento del contrato y no vicio redhibitorio, originándose el sometimiento a diferentes plazos prescriptivos, doctrina la as¡ expuesta que ha sido seguida, igualmente en las SS 1 de Marzo  de 1991 y 28 de Enero de 1992....".

      En cambio el saneamiento procede (TS 6 de Abril de 1967, 12 de Marzo de 1982 y 6 de Abril de 1989) en los supuestos de:

"...entrega de un producto con características especificas defectuosas, o de diferente calidad a las pactadas.....".

      Pues supone la idoneidad del objeto, aunque con defectos en relación a su normal eficacia (TS 3 de Octubre de 1991).

. Por vicios ocultos en inmuebles. Art. 1483.

"Si la finca vendida estuviese gravada, sin mencionarlo la escritura, con alguna carga o servidumbre no aparente, de tal naturaleza que deba presumirse no la habría adquirido el comprador si la hubiera conocido, podrá  pedir la rescisión del contrato, a no ser que prefiera la indemnización correspondiente.

Durante un año, a contar desde el otorgamiento de la escritura, podrá  el comprador ejercitar la acción rescisoria, o solicitar la indemnización.

Transcurrido el año, solo podrá  reclamar la indemnización dentro de un periodo igual, a contar desde el día en que haya descubierto la carga o servidumbre.".

      Vamos a detenernos especialmente en la conceptualización de algunos tipos de vicios;

      0) Respecto a que las servidumbres no aparentes  sean las únicas que dan lugar a la evicción, tiene ello su justificación en que, como recuerda la sentencia del TS de 9 de Junio de 1997 (A 4732):

".....si los signos de la servidumbre son ostensibles e indubitados, su apariencia exterior le atribuye una publicidad equivalente a la inscripción, surtiendo efecto contra el adquirente del inmueble contiguo, aunque no resulte del registro la existencia de la servidumbre (Sentencias de 21 diciembre 1970, 30 diciembre 1975, 23 octubre 1980 entre otras).".

      1) ¿Que consecuencias pueden tener en la venta las limitaciones urbanísticas que recaen sobre el inmueble transmitido?.

      La jurisprudencia se ha inclinado en la mayoría de sus pronunciamientos por no considerar cargas o gravámenes ocultos las limitaciones al derecho de propiedad o las obligaciones impuestas por la legislación urbanística. Por ello la sentencia de 27 de Enero de 1906 dijo que:


"...no es carga no aparente hallarse sujetas las cosas a las alineaciones que el Ayuntamiento estableciera al urbanizar el terreno, pues tal atribución municipal es manifiesta y conocida con arreglo a las Leyes.".

      También la sentencia de 15 de Diciembre de 1992, (dictada en un supuesto en que el comprador de un solar se encontró con que para poder edificar, tenia que ceder al Ayuntamiento por cada metro cuadrado edificable 0'66 metros de terreno) declaro que:


"no se incluyen dentro de las cargas y gravámenes a que se refiere el precepto, las limitaciones legales del dominio que tiene carácter institucional y configuran el contenido normal del dominio por lo que no pueden ser desconocidas por el comprador.".

      En la misma línea la  de 11 de Octubre de 1996 acentúa, creemos que excesivamente, la obligación que tiene el comprador de verificar por si mismo las condiciones urbanísticas de lo que adquiere:

      "A" compro a "B" un inmueble, que paso a habitar, quedando pendiente el pago del precio hasta la firma de la correspondiente escritura pública y llegado el momento de su otorgamiento, el comprador impago lo debido alegando en su descargo que lo construido carecía de licencia de construcción. El TS desestimo su postura declarando:


"Noveno.- El motivo octavo del recurso (al amparo del artículo 1692.4 de la Ley de Enjuiciamiento Civil por infracción del articulo 27 de la Ley 19 julio 1984, en relación con los artículos 62, 76, 178, 225, 235 y 236 de la Ley del Suelo, y de los artículos 25 y 26 de la Ley 25 julio 1990, según los cuales el vendedor responde del origen, identidad e idoneidad de lo vendido, también se desestima porque la recurrente admite la realidad del contrato litigioso y, además, habita en la vivienda objeto del mismo, y si reputa defectuoso lo entregado aduciendo que es ilegal y que no puede ser regularizado en consecuencia de las normas vigentes en el municipio donde radica el piso, tenia que haberlo postulado así mediante la oportuna reclamación ante la jurisdicción contencioso-administrativa, pues, por el reconocimiento de la relación contractual y la residencia en el piso, parece que está  de acuerdo con la situación y pretende persistir en la ocupación del inmueble sin abonar lo debido.".

      La anterior postura queda sin embargo desvirtuada (tal como hace la sentencia de 23 de octubre de 1997, A. 7181) cuando el vendedor realice maniobras de ocultación a resultas de la cual el adquirente venga a ignorar la real situación urbanística del inmueble.

      2) El segundo tipo de vicios en los que nos centraremos son los derivados de una incorrecta inscripción registral del mismo. En este supuesto, el TS ha declarado que tampoco es "carga" el hecho de que el inmueble no se encuentre inscrito en el registro de la propiedad a nombre de quien vende, cuando el comprador ya conocía tal circunstancia por habérsele expresado as¡ en la escritura sin que se pactara obligación alguna para el vendedor de inscribir su derecho como paso previo para poder lograr la inscripción de quien compra.

      El TS se ocupo de este caso la sentencia de 22 de Marzo de 1993; "A" al vender a "B" había hecho constar que la finca no figuraba inscrita a su nombre por hallarse su escritura pendiente de inscripción, pero sin que se expresara nada mas. "B" pretendió la resolución del contrato por incumplimiento al no poder inscribir el inmueble a su favor habida cuenta de "A" no había presentado a inscripción su titulo, impidiendo de este modo la inscripción de la venta que había efectuado. El TS declaro que:


"en ninguna de las estipulaciones que conforman el contenido del contrato de compraventa concertado entre los litigantes, instrumentado en la referida escritura publica consta que la parte vendedora se obligase a inscribir en el Registro de la Propiedad su titulo de dominio y, por tanto, que se subordinase o condicionase el pago del precio aplazado a tal evento, de ah¡ que, al no pactarse en tal sentido, el hecho de no haber acudido "A" al registro de la Propiedad a inscribir su derecho de Propiedad hasta después del requerimiento de resolución, no puede ser constitutivo del incumplimiento que se le imputa en la sentencia recurrida.....".

      3) Por último vamos a referirnos a los casos en que se expresa en el contrato de venta de una situación de cargas y gravámenes del inmueble que no se corresponde con la realidad.

      Las consecuencias registrales de su omisión dependen, como detalla la resolución de 5 de Noviembre de 1993:


"...no siendo necesario en todo caso la declaración expresa y especifica del disponente, su omisión no podía considerarse como defecto subsanable que impidiera la inscripción (resolución 2 de Febrero de 1963) y su eficacia es fundamentalmente, inter-partes en relación con la posible responsabilidad por saneamiento (cfr. Art. 1438 Código Civil). Por el contrario la manifestación sobre el estado arrendaticio de la finca esta contemplada en la Ley igual que en algún otro supuesto (cfr. Art. 1320 Código Civil), como una declaración expresa y especifica del disponente que no puede inferirse indirectamente de otros datos o manifestaciones del documento (cfr. resolución de 11 diciembre 1986 y 10 Noviembre de 1987), cuya constancia en el titulo inscribible es un requisitos formal de este para su inscripción, de tal manera que su omisión es calificada por la Ley como defecto subsanable.".

. consecuencias penales de una incorrecta declaración.

      En cuanto a las consecuencias penales de una declaración inexacta:

      * La sentencia de la AP. de Palencia de 26 de Abril de 1993 considera que la declaración inexacta sobre el estado de cargas, constituye un delito de falsedad en documento (público o privado) en concurrencia con la estafa, y declara:


"Cuarto.- Los hechos son constitutivos de un delito de falsedad en documento privado del Art. 306 en relación con el Art. 302.4 C.P. pues concurre el elemento objetivo consistente en la inveracidad o mendacidad sobre puntos esenciales e importantes, concretamente faltando a la verdad en la narración de los hechos y el elemento subjetivo, el propósito o intención de perjudicar a un tercero, que tanto en el caso de las viviendas como de las plazas de garaje es claro desde el momento en que son vendidas sin hacer constar la existencia de la hipoteca....


Quinto.- Los hechos son también constitutivos de un delito de estafa del Art. 531.2 CP, en concurso con la falsedad antes indicada. Y decimos que hay estafa, pues engañaban a los compradores, no de forma burda o grosera sino diciéndoles que se vendida como libre lo que se sabia estaba gravado....".

      La Audiencia de LLeida en sentencia de 2 de Junio de 1984 considero estafa la venta de un piso teniendo el vendedor cabal conocimiento del embargo ya practicado sobre el mismo al haberse notificado a su esposa la diligencia en la que se ordenaba dicho embargo.

      Por su parte el TS ha distinguido: aquellos casos en que  la falta de veracidad se refiere genéricamente a las cargas, en cuyo supuesto excluye la existencia de un delito de falsedad en documento público sin perjuicio de que pueda incurrirse en el delito de estafa del Art. 531 del C.P (15 de Julio de 1989) (y efectivamente como tal estafa han calificado las sentencias de la Sala II de 2 de Febrero de 1972 y 25 de Enero de 1973 la venta de un inmueble como libre de cargas cuando en realidad estaba gravado) y aquellos otros supuestos en que la falta de veracidad concurre expresamente sobre una circunstancia que la ley obligaba a declarar (el arrendamiento) en cuyo supuesto si ha apreciado la existencia de falsedad (5 de Febrero de 1983).

. por defectos o vicios ocultos en las cosas.

Requiere:

      1) Que el defecto sea grave, pues conforme al Art. 1484 en su parte inicial:


"El vendedor esta obligado al saneamiento por los defectos ocultos que tuviere la cosa vendida, si la hacen impropia para el uso a que se la destina, o si disminuyen de tal modo este uso, que de haberlos conocido el comprador, no la habría adquirido o habría dado menos precio por ella;....".

      2) Que no sea manifiesto, pues continua diciendo el mismo precepto:


"....pero no ser  responsable de los defectos manifiestos o que estuvieren a la vista, ni tampoco de los que no lo están, si el comprador es un perito que, por razón de su oficio o profesión debía fácilmente conocerlos.".

Y el Art. 1485 añade:

"El vendedor responde al comprador del saneamiento por los vicios o defectos ocultos de la cosa vendida, aunque los ignorase.

Esta disposición no regir  cuando se haya estipulado lo contrario y el vendedor ignorara los vicios o defectos ocultos de lo vendido.".

      3) Por último es necesario que la acción se ejercite en el plazo de seis meses contados desde la entrega de la cosa vendida (Art. 1490).

      Plazo este respecto al cual son declaraciones jurisprudenciales:

      a) Que se inicia una vez se ha producido la entrega real de la cosa no admitiendo por tanto la entrega ficta o instrumental, ya que solo la material entrega de la cosa permite al comprador verificar si el objeto vendido adolece o no de vicios (Ts 6 de Noviembre de 1995 (A8077).).

      b) Que es de caducidad conforme a las sentencias del TS de 3 de Abril de 1974, 12 de Marzo de 1982, 6 de Abril de 1989, 9 de Noviembre de 1990 y 10 de Marzo de 1994 entre otras muchas.

      Además la jurisprudencia ha tratado de mitigar sus efectos declarando:

      a) que no es aplicable cuando la reclamación se basa.

      * No en la existencia de un vicio o culto sino en una falta de calidad del objeto vendido, pues en tal caso;


"...el plazo hay que referirlo no al Art. 1490 del código civil sino al de quince años del Art. 1964 de dicho cuerpo legal, al reclamarse el cumplimiento debido de lo convenido contractualmente y por tanto la entrega por el vendedor de aquello que resulto pactado (SS 29-11-1970, 30-11-1972, 25-4-1973, 21-4-1976, 20-12-1977, 3-12-1981, 23-3-1982 y 1-3-1991)". (Ts 4 de Junio de 1992).

      * O en el incumplimiento absoluto de una obligación pactada, caso del que se ocupa la sentencia de 30 de Junio de 1997, (A 5406) relativa a la venta de un inmueble sin sistema de calefacción pese a constar su existencia tanto en la escritura de obra nueva, como en la propaganda del inmueble dirigida, en su día a los posible compradores. El Ts declara que 


"....los artículos 1490 y 1484 del Código Civil resultan inaplicables cuando la demanda no se dirige a obtener las reparaciones provenientes de los vicios ocultos de la cosa vendida, sino las derivadas del defectuoso cumplimiento de la obligación contractual, cuestión distinta y compatible con la contemplada en aquellas normas legales y sometidas a distinto plazo de prescripción....".

      Y añade que el tal caso los compradores acciones no en base a los citados preceptos sino en base al Art. 1101 por lo que el plazo de prescripción aplicable es el de quince años.

      b) Bien separando la ocupación de la recepción; as¡ la sentencia del Ts de 26 de Mayo de 1994: el constructor había entregado unas viviendas que si bien al otorgarse licencia de obras se ajustaban a la legalidad en materia de incendios no ocurría así al finalizar la construcción al haber cambiado aquella, por este motivo se denegó la licencia de ocupación y la comunidad de propietarios acciono contra el constructor pidiendo la realización de las obras necesarias; el TS acepto su petición y declaro que;

"...la ocupación no significa necesariamente recepción y aceptación, salvo que expresamente quede así constatado, lo que aquí no sucede....................... y la mera ocupación por los compradores, no significa que aceptasen las deficiencias de que adolece la edificación, pues las mismas, en forma alguna fueron asumidas expresamente por los interesados que vienen a integrar la comunidad de propietarios demandante.".

      Esta tesis no deja de estar en contradicción con la no conceptualización por el Ts como vicios en la cosa, de las deficiencias urbanísticas de que pueda adolecer, a las que hemos aludido mas arriba.

      En cuanto a los efectos de esta acción:

      1) De acuerdo con el Art. 1486 el comprador podrá  optar entre desistir del contrato, abonándosele los gastos que pago, o rebajar una cantidad proporcional del precio, a juicio de peritos.

      Si el vendedor conocida los vicios o defectos ocultos de la cosa vendida y no los manifestó al comprador, tendrá  este la misma opción y además se le indemnizar  de los daños y perjuicios si optare por la rescisión.

      La anterior regulación no excluye el que pueda solicitarse al mismo tiempo una rebaja en el precio y el abono de los daños y perjuicios sufridos, pues ambas acciones son compatibles entre si, como tiene declarado el Ts en sentencias de 23 de Marzo y 1 de Junio de 1982, 19 de diciembre de 1984, 3 de Febrero de 1986 y 4 de Junio de 1992 entre otras.

      2) Conforme al Art. 1487; si la cosa vendida se perdiere por efecto de los vicios ocultos, conociéndolos el vendedor, sufrir  este la perdida, y deber  restituir el precio y abonar los gastos del contrato, con los daños y perjuicios. Si no los conocía, debe solo restituir el precio y abonar los gastos del contrato que hubiese pagado el comprador.

      3) Si la cosa se pierde por caso fortuito o por culpa del comprador, este puede reclamar el precio con la rebaja del valor que la cosa tenia al tiempo de perderse y si el vendedor obro de mala fe debe abonar los gastos e intereses (Art. 1.488).

      4) En las ventas judiciales no hay lugar a la responsabilidad por daños y perjuicios pero si a todo lo demás que hemos señalado (Art. 1.489).

. por vicios ocultos en animales o ganado.

Requiere:

     1) Que el vicio sea oculto, no siendo obstáculo el que se haya practicado reconocimiento facultativo si el vicio es de tal naturaleza que no bastan los conocimientos periciales para su descubrimiento. Pero conforme al Art. 1.495 si el perito por su ignorancia o mala fe deja de descubrirlos o manifestarlos ser  responsable de los daños y perjuicios.

     2) Que los vicios o defectos estén determinados por la ley o por los medios legales, Art. 1.496.

     3) Que no se haga la venta en feria o pública subasta ni se trate de caballerías enajenadas como deshecho. Art. 1.493.

     Será nulo cualquier contrato que tenga por objeto animales y ganados que padezcan enfermedades contagiosas, y también el contrato de venta de animales y ganado si expresándose el servicio o uso para el que se adquieren, resultan inútiles para prestarlo, Art. 1.494.

      Remarcándose en la Sentencia del TS de 20 de Junio de 1997 (A 4883) que esta nulidad es radical y actúa "ipso iure" por tratarse de negocio con objeto ilícito.

     4) Que se ejercite la acción dentro del plazo legal que es el de 40 días contados desde el de su entrega al comprador salvo que el uso de cada localidad establezca mayores o menores plazos.

Respecto a los efectos;

     a) El comprador puede optar entre una rebaja proporcional del precio o desistir del contrato en los términos que hemos señalado debiendo devolver el animal en el mismo estado en que fue vendido y entregado, respondiendo el comprador de cualquier deterioro debido a su negligencia y que no proceda del vicio o defecto redhibitorio.

     b) Si el animal se muere a los 3 días de comprado responde el vendedor si la enfermedad que ocasiono la muerte existía antes del contrato a juicio de facultativos, Art. 1.497.

     Finalmente el Art. 1.491 dispone que vendiéndose dos o mas animales juntamente "sea en un precio alzado, sea señalándolo a cada uno de ellos, el vicio redhibitorio de cada uno dar  solamente lugar a su redhibición y no a la de los otros, a no ser que aparezca que el comprador no habría comprado el sano o sanos sin el vicioso.

     Se presume esto último cuando se compra un tiro, yunta, pareja o juego, aunque se haya señalado un precio separado a cada uno de los animales que lo componen, Art. 1.492.
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